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LEY 5/1985, de 20 de noviembre, reguladora del Tribunal Eeonó-
mico-Administrativo de la Administración Autónoma de Aragón.
El Presidente de la Diputación General de Aragón, hago sa-
ber que las Cortes de Aragón han aprobado y yo, en nombre del
Rey y por la autoridad que me confieren la Constitución y el Es-'
tatuto de Autonomía, promulgo y ordeno la publicación de la
siguiente Ley.
EXPOSICION DE MOTIVOS
El régimen jurídico de la impugnación de liquidaciones gira-
das, en tributos que financian las Comunidades Autónomas, viene
determinado por dos disposiciones básicas. De un lado, la Ley
Orgánica de Financiación de las Comunidades Autónomas, de
22 de septiembre de 1980, establece, en su artículo 20, que el co-
nocimiento de las reclamaciones tributarias corresponderá:
a) Cuando se trate de tributos propios de las Comunidades,
a sus propios órganos económico-administrativos.
b) Cuando se trate de tributos cedidos o recargos sobre tri-
butos cedidos, a los órganos económico-administrativos del Es-
tado.
De otro lado, la Ley de Cesión de Tributos del Estado a las
Comunidades Autónomas restringe en el artículo 3:" las faculta-
des normativas que corresponden a las Comunidades Autóno-
mas en tributos cedidos y en su artículo 17.3dispone que no son
objeto de delegación las reclamaciones económico-administrativas
interpuestas contra los actos de gestión tributaria de las Comu-
nidades Autónomas.
Habrá que diferenciar, pues, un Tribunal Económico-Ad-
ministrativo regional a constituir por la Comunidad Autónoma,
que coexistirá con la jurisdicción económica-administrativa clá-
sica que subsiste en el Ministerio de Hacienda y que se articula
en un Tribunal Central y en Tribunales provinciales de las dis-
tintas Delegaciones de Hacienda.
La Ley reguladora de las Tasas de la Comunidad Autónoma
de Aragón, aprobada por las Cortes de Aragón el día 21 de di-
ciembre de 1984, al referirse al régimen de impugnación de los
actos administrativos relativos a la aplicación de estos tributos
propios, aludía al órgano económico-administrativo regional. Por
todo ello, se hace imprescindible la creación de este órgano, in-
troduciéndose, al mismo tiempo, una serie de principios que, sin
menoscabo de las garantías de los administrados, nos propor-
cione un sistema más ajustado a nuestras necesidades, más claro
y más eficaz, constituyendo una última instancia administrativa
sin especiales costes económicos que evitarán en muchos casos
la vía jurisdiccional, mucho más gravosa.
El Tribunal Económico-Administrativo de Aragón extenderá
su conocimiento a liquidaciones tributarias y demás actos defi-
nitivos dictados en el ámbito de gestión, inspección y recauda-
ción de tributos propios por órganos de la Diputación General
de Aragón. Se excluyen expresamente las resoluciones del Con-
sejero de Economía y Hacienda, toda vez que la Ley de 22 de
junio de 1984 del Presidente, de la Diputación General y de la
Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón ya dis-
pone en su artículo 51 que las resoluciones de los Consejeros ago-
tan la vía administrativa.
Artículo 1:" Se crea el Tribunal Económico-Administrativo
de la Administración Autónoma de Aragón, adscrito al Depar-
tamento de Economía y Hacienda, que tendrá competencia pa-
ra el conocimiento y resolución de las reclamaciones que se in-
terpongan contra actos dictados por sus órganos y Organismos
Autónomos, en relación a tributos propios de la Comunidad
Autónoma y demás actos en que así se disponga por precepto
legal expreso.
Artículo 2:" 1. Son reclamables en vía económico-adminis-
trativa ante dicho Tribunal los actos de gestión tributaria que,
provisional o definitivamente, reconozcan O denieguen un dere-
cho, o declaren una obligación, así como los de trámite que de-
cidan directa o indirectamente el fondo del asunto o pongan tér-
mino a la vía de gestión.
2. En particular, son impugnables los actos administrativos
siguientes:
a) Las liquidaciones provisionales o definitivas.
b) Las comprobaciones de valor de los bienes y derechos y
actos de fijación de la base imponible que precedan a la práctica
de la liquidación.
c) Los que con carácter previo denieguen o reconozcan regí-
menes de exención o bonificación tributaria.
d) La imposición de sanciones tributarias, incluso las inde-
pendientes de cualquier clase de liquidación.
e) Los actos originados por la gestión recaudatoria.
f) Las resoluciones sobre devolución de ingresos indebidos.
g) y en general, los que, distintos a los anteriores, se consi-
deren expresamente impugnables por disposiciones dictadas en
materia tributaria.
Artículo 3:" La competencia del Tribunal se extenderá a las
cuestiones, tanto de hecho como de derecho, que se susciten con
ocasión de la gestión, inspección y recaudación de tributos, exac-
ciones parafiscales y, en general, ingresos de derecho público pro-
pios de la Comunidad Autónoma de Aragón, con exclusión ex-
presa tanto de los tributos cedidos por el Estado, como de los
recargos que sobre ellos pudiera establecer la Comunidad.
Corresponderá al Tribunal Económico-Administrativo, en el
ámbito de la competencia a que se refiere el apartado anterior,
la resolución de las peticiones de condonación de sanciones, im-
puestas a los contribuyentes por el incumplimiento de sus debe-
res fiscales.
Asimismo, el Tribunal Económico-Administrativo de Aragón
conocerá de los recursos extraordinarios de revisión interpues-
tos por los interesados o por el Interventor General de la Dipu-
tación General de Aragón contra los actos de gestión y resolu-
ciones firmes.
En particular, será competencia de este Tribunal:
a) El reconocimiento o la liquidación por autoridades u or-
ganismos del Departamento de Economía y Hacienda de la Di-
putación General de Aragón, de Obligaciones o Deuda Pública
emitidas por la Comunidad Autónoma de Aragón y las cuestio-
nes relacionadas con las operaciones de pago por dichos órganos.
b) El reconocimiento y pago de toda clase de pensiones y de-
rechos pasivos que sean de peculiar competencia de la Comuni-
dad Autónoma de Aragón.
c) Cualesquiera otras, respecto de las que por precepto legal
expreso así se declare.
No son competencias del Tribunal, las reclamaciones en vía
administrativa, previa a la judicial, civil o laboral; tampoco po-
drá deducirse reclamación económico-administrativa contra los
actos y resoluciones dictados por el Consejero de Economía y
Hacienda, que agotan la via administrativa.
Artículo 4:" Con carácter previo a la reclamación, podrá in-
terponerse recurso de reposición potestativo ante el órgano que,
en vía de gestión, dictó el acto recurrido, el cual será el compe-
tente para resolverlo.
Artículo 5:" El Tribunal Económico-Administrativo de Ara-
gón estará integrado por un Presidente y dos vocales.
El Presidente será el Director General de Hacienda, y los vo-
cales, el Jefe de la Asesoría Jurídica y el Jefe de la Asesoría Fi-
nanciera, que actuará como Secretario y vocal ponente. Mediante
Orden del Departamento de Economía y Hacienda y entre fun-
cionarios adscritos al Departamento con título de licenciado en
Derecho, se nombrará a un Vicesecretario.
Para la válida constitución del Tribunal será precisa la concu-
rrencia de todos sus miembros, adoptándose los acuerdos por
mayoría, pudiendo el disidente extender voto reservado.
Artículo 6:" Corresponde al Presidente del Tribunal la con-
vocatoria del órgano colegiado, la fijación del orden del día, y
la dirección de las deliberaciones.
Artículo 7:" 1. Corresponden a la Secretaría del Tribunal las
siguientes funciones:
a) Recibir los escritos de los interesados y reclamar el expe-
diente del órgano de gestión correspondiente, con petición adi-
cional de informe, en su caso.




El disefio, disposición y dimensionamiento de las Viviendas
de Protección Oficial, está sometido a la normativa establecida
en el R. D. 3148178de 10de noviembre, por el que se desarrolla
el R. D.-Ley 31/78 de 31 de octubre sobre política de vivienda,
así como a la de las Ordenanzas Provisionales de Viviendas de
Protección Oficial, aprobadas por Orden de 20 de mayo de 1969,
modificadas por Orden de 4 de mayo de 1970 y ampliadas por
Orden de 21 de febrero de 1981.
Un aspecto básico determinado por la normativa citada es el
de la cuantificación de las superficies útiles a considerar a los
efectos de la calificación, financiación y venta de las Viviendas
de Protección Oficial. A este respecto, han sido matizados por
la Administración en diferentes ocasiones y en distintos senti-
dos, los criterios mantenidos sobre esta materia. Ello ha origi-
nado no pocas divergencias a la hora de proceder a las califica-
ciones de las Viviendas de Protección Oficial.
Por otra parte, se hace conveniente la aclaración concreta de
los criterios a mantener, con objeto de adecuarlos a las nuevas
tipologías y formas de promoción de viviendas.
Por todo lo que antecede, este Departamento de Urbanismo,
Obras Públicas y Transportes, haciendo uso de las facultades que
le confiere la Ley 3/1984 de 22 de junio, del Presidente de la Di-
putación General de Aragón, tiene a bien disponer:
1? Criterios de medición y cómputo de superficies útiles en
interpretación de lo dispuesto en el Artículo 4 del Real Decreto
3148/78.
A) Superficie útil cerrada (S. U C). Se entenderá por su-
perficie útil cerrada de una vivienda, la superficie útil del suelo
de aquella, cerrada por el perímetro definido por la cara inte-
rior de sus cerramientos con el exterior, o por los que la separan
de otras viviendas o locales de cualquier uso. Del cómputo ~e
superficie útil queda excluida la superficie ocupada en la planta
por los cerramientos interiores de la vivienda, fijos o móviles,
por los elementos estructurales verticales y por las canalizacio-
nes o conductos con sección horizontal superior a 100 centíme-
tros cuadrados, así como la superficie de suelo en la que la altu-
ra libre sea inferior a 1,50 metros, sin perjuicio de lo que en la
presente disposición se establece para el caso de una vivienda de-
sarrollada en dos o más plantas.
Superficie útil exterior (S. U E.). Se entenderá por superficie
útil exterior de una vivienda, la superficie del suelo de los espa-
cios exteriores privativos y cubiertas de la vivienda.
Superficie útil total (S. U T.) Es la constituida por la suma
de la superficie útil cerrada, más el 50 OJo de la superficie útil
exterior.
* S. U. T. = S. u. C. + 0,5 x S. U. E.
Limitaciones y cómputo de superficies.
1?) En ningún caso la superficie útil cerrada sobrepasará los
90 m2: S. U. C. .:lE 90 m2.
2?) En todo caso, la superficie útil exterior se ajustará a la
siguiente limitación:
* S. U. E. So 0,2 x S. u. C. de la vivienda.
3?) En el caso de que la superficie útil total, es decir, la su-
perficie útil cerrada, sumada al 50 OJo de la superficie útil exte-
rior supere los 90 m2, cumpliendo, en todo caso, ambas super-
ficies con las limitaciones para ellas establecidas en los párrafos
1? y 2? del presente epígrafe, el exceso sobre los 90 m2 citados,
se excluirá del cómputo de la superficie útil de la vivienda, a efec-
tos de venta, renta y financiación, pero no impedirá la Califica-
ción de la vivienda.
Viviendas desarrolladas en dos o más plantas. En este caso,
la superficie útil computable de las escaleras vendrá definida por
la proyección en planta de la correa de escalera, medida tantas
veces como plantas y, deduciendo del resultado, aquella superfi-
cie situada bajo la escalera que tenga una altura libre inferior
a 1,90 metros.
B) La superficie útil de los locales comerciales se obtendrá
multiplicando la superficie construida neta en planta, sin servi-
cios comunes, por 0,8.
C) La superficie útil de garajes vinculados, se obtendrá de
la siguiente forma:
* Garaje individual: Midiendo la superficie útil real.
* Garaje colectivo: Midiendo la superficie útil real total del
garaje y dividiéndola por el número de plazas.
D) Trasteros vinculados y dependencias anejas. Se entende-
El Presidente de la Diputación General,
SANTIAGO MARRACO SOLANA
DEPARTAMENTO DE URBANISMO, OBRAS PUBLICAS
Y lRANSPORTES
ORDEN de 18 de noviembre de 1985, del Deportllmento de Urba-
nismo, Obras Públicos y Transportes, en interpretllción de deter-
mi1llldos artículos del Real Decreto 3148/78 de 10 de noviembre,
por el que se desarmlla el Real Decreto-Ley 31/78 de 31 de octu-
bre, sobre política de viviendo, así como de las Ordenonzas Provi-
sio1lllles de nviendas de Protección Oficial, aprobadlls por Orden
de 10 de mayo de 1969, modi.ficad¡Js por Orden de 4 de mayo
de 1970, ampliadlls por Orden de 11 de febrero de 1981.
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Dentro del plazo máximo de 30 dias, a partir de la fecha de
entrada en vigor de la presente Ley, se constituirá el Tribunal Eco-
nómico-Administrativo. Por el Departamento se procederá a la
designación de Vicesecretario del Tribunal, junto con el perso-
nal auxiliar necesario.
Primera.-La Diputación General de Aragón dictará cuantas
disposiciones requiera el desarrollo y ejecución de la presente Ley.
Segunda.-La presente Ley entrará en vigor el mismo día de
su íntegra publicación en el B'oletín Oficial de Argón.
Por tanto, ordeno que todos los ciudadanos, Tribunales, auto-
ridades y poderes públicos, a los que corresponda, observen y
hagan cumplir esta Ley.
Zaragoza, 20 de noviembre de 1985.
b) Poner de manifi~to el expedientea los reclamantes para
alegaciones y proposición de pruebas.
c) Proponer al Presidente las providencias a dictar, redactando
y cursando comunicaciones y citaciones.
d) Redactar las ponencias de resolución, pasando éopia de
las mismas a cada uno de los vocales.
e) Notificar la resolución dictada a los interesados persona-
dos, con devolución del expediente al órgano gestor, y comuni-
cación a la Intervención.
f) Velar por la legalidad del procedimiento, advirtiendo de
posibles infracciones al ordenamiento jurídico.
g) Llevar los libros-registros, los libros de Actas y de votos
particulares, archivando los testimonios de las resoluciones dic-
tados por el'Itibunal y remitiendo los datos estadísticos corres-
pondientes al Consejero de Economía y Hacienda.
Artículo 8? La resolución del Tribunal agota la vía adminis-
trativa y puede ser recurrida ante el Organo competente de la
jurisdicción contencioso-administrativa.
Artículo 9? El Interventor General de la Diputación Gene-
ral de Aragón tendrá competencia para recurrir ante el Tribunal
Económico-Administrativo de Aragón, los actos de gestión refe-
rentes a tributos propios de la Comunidad Autónoma de Aragón.
En defecto de lo establecido en la presente Ley, y cuando no
se oponga a ella, será de aplicación lo establecido en la Ley Ge-
neral Tributaria, en el R. D. 2244/79, de 7 de septiembre, en el
R. D. Legislativo 2795/80, de 14de diciembre, y en el Reglamen-
to de Procedimiento de las Reclamaciones Económico-Adminis-
trativas de 20 de agosto de 1981.
